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haya sido inferido en otro Estado. ¿Cómo supera la pro-
puesta el formidable obstáculo de la jurisdicción? Existe
además la cuestión del elevado costo que los litigios su-
ponen para los particulares. El Sr. Koroma, si bien reco-
noce los aspectos positivos de la idea y admite que, aun-
que sólo sea en un número muy reducido de casos ha sido
ya puesta en práctica, considera que es preferible que sean
los Estados, en el plano internacional, los que hagan uso
de las medidas correctivas para la solución de los proble-
mas que se plantean entre dos o más Estados del curso de
agua, estableciendo así la necesaria uniformidad de juris-
prudencia para imprimir un carácter duradero al derecho
que se está estudiando. Sin ánimo de restar mérito por
ningún concepto a la alta calidad del sexto informe, el
orador no cree que el proyecto de artículos del anexo I esté
a punto para ser remitido al Comité de Redacción.

58. El Sr. ROUCOUNAS, después de felicitar al Relator
Especial por el método adoptado en la preparación de su
sexto informe (A/CN.4/427 y Add.l), dice que los térmi-
nos utilizados en el proyecto de artículo 26 son un tanto
vagos. Está de acuerdo con el Sr. Sepúlveda Gutiérrez en
que sería preferible una disposición formulada más enér-
gicamente, del tenor de los textos propuestos por los dos
relatores especiales anteriores. En particular, celebraría que
volviera a referirse a la organización conjunta propuesta y
al fortalecimiento de las organizaciones existentes. Desea
reiterar, además, la observación que expuso en el anterior
período de sesiones en el sentido de que debería requerirse
que una organización conjunta se reuniera a intervalos
determinados.

59. El proyecto de artículo 27 está redactado también en
términos bastante débiles y debería rehacerse. El Sr. Ben-
nouna ha aludido al artículo 20 del proyecto en relación
con la obligación relativa al intercambio de datos e infor-
mación en el párrafo 3 del artículo 27, pero el artículo 10
también tiene que ver con esta cuestión. Tal vez sea pre-
ferible que todas las disposiciones relativas al intercambio
de información queden agrupadas.

60. Con respecto al proyecto de artículo 28, el orador está
de acuerdo con la referencia, en el párrafo 2 del comenta-
rio del Relator Especial sobre el artículo, a los Protocolos
de 1977 adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949,
y sugiere que, además del artículo 56 del Protocolo
adicional I, se mencione también el artículo 54 de ese Pro-
tocolo y los artículos 14 y 15 del Protocolo adicional II; una
referencia al artículo 85 del Protocolo I también podría ser
oportuna. A juicio del Sr. Roucounas, el artículo 28 de-
bería dividirse en dos párrafos: el primero en relación con
el uso de los cursos de agua internacionales exclusiva-
mente para fines pacíficos y basado, esencialmente, en la
disposición pertinente de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el derecho del mar de 1982, y el segundo re-
lativo a los casos de conflicto armado internacional. A este
propósito, el orador no tiene ninguna objeción de princi-
pio al concepto de la inviolabilidad, pero sería preferible
que la disposición se basase en el concepto ya enunciado
en instrumentos internacionales, tales como los Conve-
nios de Ginebra y sus Protocolos adicionales, dejando bien
sentado que la disposición se propone en aplicación del
derecho internacional vigente y no como parte del des-
arrollo progresivo del derecho internacional.

61. Por lo que se refiere al anexo I, sobre la aplicación de
los artículos, le han impresionado los argumentos aduci-

dos por el Sr. Koroma. La aplicación no sólo es una cues-
tión de armonización de ordenamientos jurídicos internos
sino también de procedimientos internacionales. Sólo se
puede evitar que se recurra a los procedimientos diplo-
máticos tradicionales cuando ya existe un grado avanzado
de integración. A este propósito, el orador recuerda la re-
ferencia a la reciprocidad que hizo el Sr. Tomuschat
(2162.a sesión) y advierte que ciertas disposiciones del
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio
se interpretan de diferente manera, según el grado de in-
tegración entre los grupos de los contratantes.

62. El término «extraterritoriales» utilizado en el párra-
fo 38 del sexto informe no es apropiado: el término co-
rrecto es «transfronterizos». En el proyecto de artículo 2
del anexo I debería precisarse quién propone o proyecta las
actividades a que se alude.

63. La terminología del proyecto de artículo 3 no con-
cuerda suficientemente con la de los artículos 14, 16 y 17
aprobados provisionalmente por la Comisión7. Por lo que
se refiere al párrafo 2, el orador señala que, a diferencia de
esa disposición, el párrafo 3 del artículo 235 de la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar de
1982, en el que se basa el texto, trata de la responsabilidad
internacional de los Estados y no de los particulares.

64. Las observaciones que el orador hace a propósito del
párrafo 3 del proyecto de artículo 27 y otras disposiciones
relacionadas con el intercambio de información son tam-
bién aplicables al proyecto de artículo 5 del anexo I. Por
último, dice que se abstendrá de comentar el proyecto de
artículo 6, sobre todo en vista de que el Comité de Redac-
ción todavía tiene en examen en segunda lectura el artí-
culo 13 (Lesiones a las personas y daños a los bienes) del
proyecto de artículos sobre las inmunidades jurisdiccio-
nales de los Estados y de sus bienes.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

1 Anuario.. 1988, vol. II (segunda parte), págs. 54 y ss.
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Provisión de una vacante ocurrida después de la elección
(artículo 11 del estatuto) (conclusión*) [A/CN.4/433 y
Add.l, ILC(XLII)/Misc.l]

[Tema 2 del programa]

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a que se reúna
en sesión privada para cubrir la vacante producida a raíz
del fallecimiento del Sr. Paul Reuter.

Se suspende la sesión a las 10.10 horas y se reanuda a
las 10.20 horas.
2. El PRESIDENTE anuncia la elección del Sr. Alain
Pellet para ocupar la vacante producida a raíz del falleci-
miento del Sr. Paul Reuter. En nombre de la Comisión,
comunicará al Sr. Pellet su elección invitándolo a partici-
par en los trabajos del período de sesiones en curso.

£1 derecho de los usos de los cursos de agua internacio-
nales para fines distintos de la navegación (continua-
ción) [A/CN.4/421 y Add.l y 21, A/CN.4/427 y Add.l2,
A/CN.4/L.443, secc. F, ILC(XLII)/Conf.Room Doc.3]

[Tema 6 del programa]

QUINTO Y SEXTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
(continuación)

PARTES VII A X DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS:
ARTÍCULO 24 (Relación entre los usos de la navegación y

para fines distintos de ella; inexistencia de prioridad en-
tre los usos)

ARTÍCULO 25 (Regulación de los cursos de agua interna-
cionales)

ARTÍCULO 26 (Ordenación institucional conjunta)
ARTÍCULO 27 (Protección de los recursos hídricos y las

instalaciones hidráulicas) y
ARTÍCULO 28 (Condición de los cursos de agua interna-

cionales y las instalaciones hidráulicas en tiempo de
conflicto armado) (continuación)

ANEXO I (Aplicación de los artículos)3 (continuación)

3. El Sr. GRAEFRATH dice que el sexto informe del
Relator Especial (A/CN.4/427 y Add.l) contiene varias
disposiciones importantes, en particular los proyectos de
artículos sobre instituciones comunes y sobre aplicación,
que atañen al proyecto de artículos en su conjunto. La
etapa de la aplicación marca en cierto modo la hora de la
verdad de todo instrumento jurídico porque los métodos
de aplicación suelen destacar la verdadera naturaleza ju-
rídica y el alcance de las obligaciones que en él se esta-
blecen.

4. En lo que respecta al proyecto de artículo 26, el
Sr. Graefrath comparte plenamente la idea del Relator Es-
pecial de que la institucionalización puede considerarse en
sí «como una forma de ejecución de los artículos» (ibid.,
párr. 19). En efecto, los mecanismos institucionales no sólo
dan a los Estados los medios para la planificación y el

* Reanudación de los trabajos de la 2152.a sesión.
1 Reproducido en Anuario... 1989, vol. II (primera parte).
2 Reproducido en Anuario... 1990, vol. II (primera parte).
3 Para el texto, véase 2162.a sesión, párr. 26.

control comunes de la utilización y la protección de un
curso de agua internacional sino que permiten la interven-
ción en el proceso de aplicación de un nuevo sujeto capaz
de adoptar iniciativas y centralizar determinadas funcio-
nes. Por ello, el Sr. Graefrath no está totalmente de acuerdo
con la idea del Sr. Calero Rodrigues (2163.a sesión) de que
las disposiciones de los proyectos de artículos 4, 9 y 10
contienen ya todos los elementos necesarios para asegurar
una cooperación entre los Estados del curso de agua, por
lo que hacen innecesario un artículo separado sobre la
cooperación institucional. La creación de una organiza-
ción común representa un nuevo aspecto de esta coope-
ración, que justifica su tratamiento independiente. Así, una
disposición de orden general sobre la ordenación institu-
cional tiene cabida en el proyecto, con el carácter de re-
comendación a los Estados del curso de agua.

5. En relación con el párrafo 1 del artículo 26, cabe pre-
guntarse si en el derecho relativo a los usos de los cursos
de agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción existe una norma que establezca la obligación de ce-
lebrar consultas con miras a crear un órgano u organiza-
ción comunes. En opinión del Sr. Graefrath, si bien el
derecho internacional general no impone ninguna obliga-
ción de esa naturaleza, hay de todos modos determinadas
esferas de reglamentación en las que el establecimiento de
un mecanismo institucional responde a la lógica de la ma-
teria reglamentada y a la interdependencia de los Estados
interesados. Así parece suceder en el presente caso. El
Sr. Graefrath apoya, pues, la inclusión de una disposición
en ese sentido, sin perjuicio de considerar que es necesario
introducir algunos cambios de redacción en el artículo 26
y, en particular, de que se estudie el lugar que le corres-
pondería en la estructura global del proyecto, cuestión a la
que se referirá ulteriormente.

6. Los párrafos 2 y 3, cuyo objetivo principal es señalar
las funciones y atribuciones que podrían encomendarse a
una comisión fluvial, suscitan problemas de diversa natu-
raleza. Habida cuenta de su carácter de acuerdo marco, el
proyecto de artículos no prevé la creación de una organi-
zación permanente, como el Relator Especial ha precisado
acertadamente en el párrafo 3 de su comentario al pro-
yecto de artículo 7 del anexo I. En estas condiciones, co-
rrespondería a las partes en los futuros acuerdos sobre cur-
sos de agua definir con precisión las funciones del órgano
que se crearía en virtud del acuerdo de que se trate. Por
consiguiente, en el párrafo 2 del artículo 26 sólo cabe enu-
merar las funciones que podría tener un órgano común a
los efectos de un sistema de gestión eficaz. Los Estados del
curso de agua no están obligados a tener en cuenta las fun-
ciones descritas en un acuerdo marco en el que no todos
son necesariamente partes. Por lo tanto, habría que enun-
ciar esas funciones en términos muy generales o bien ela-
borar una lista de carácter meramente indicativo y no ex-
haustivo, sustituyendo en la cláusula inicial del párrafo 2
la palabra «incluye» por las palabras «puede incluin>. En
esta cláusula también se debería indicar claramente que el
párrafo 2 define las posibles funciones de la organización
y no el concepto de ordenación, sobre todo que ese enfo-
que se adoptó ya al redactar el párrafo 3.

7. También se debe mejorar el apartado a del párrafo 2,
porque, tal como está redactado actualmente, parecería que
la función fundamental de una futura comisión fluvial se-
ría ejecutar las obligaciones contraídas por los Estados del
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curso de agua en virtud de los presentes artículos, siendo
así que, naturalmente, esa comisión deberá ante todo
cumplir las funciones que le encomiende el acuerdo sobre
el curso de agua por el que haya sido creada. En el apar-
tado hay también otra imprecisión: en efecto, no es a la
organización sino a los propios Estados a los que corres-
ponde la ejecución de las obligaciones que les son propias.
Por su parte, la organización tiene por función promover
y supervisar la ejecución de las obligaciones de los Estados
del curso de agua y cumplir determinadas funciones cen-
tralizadas. Se deberían suprimir las referencias a los pre-
sentes artículos y a las partes II y III.

8. En el párrafo 3, la enumeración de funciones de la or-
ganización se podría complementar mediante un nuevo
apartado —que pasaría a ser el apartado a— relativo a la
función de promover la elaboración de procedimientos
institucionalizados para controlar la aplicación del acuerdo
y recomendar las medidas correctivas que los Estados y la
propia organización deberían tomar para facilitar a los Es-
tados el cumplimiento de sus obligaciones. En el Proto-
colo de Montreal relativo a las sustancias agotadoras de la
capa de ozono, de 1987, figura una disposición análoga
aplicable en caso de no conformidad. Como la coopera-
ción reviste en este caso un aspecto particular que el pro-
yecto debería destacar, distinto del procedimiento de de-
terminación de hechos y de solución de controversias,
convendría incluir una disposición separada al respecto.

9. En su conjunto, las modificaciones que ha propuesto
reforzarían las funciones de ejecución de la organización.
Finalmente, el Sr. Graefrath propone que, para destacar el
aspecto institucional más que la gestión propiamente di-
cha, el título del artículo 26 se sustituya por «Acuerdos
institucionales».

10. Al pasar a referirse a la parte X del proyecto de ar-
tículos, relativa a la protección de los recursos hídricos y
las instalaciones hidráulicas, el Sr. Graefrath se suma a la
opinión de algunos miembros de la Comisión de que no
es oportuno ampliar el ámbito del proyecto de artículo 27
para que abarque la protección de los cursos de agua in-
ternacionales, como se prevé en el párrafo 1, el apartado b
del párrafo 2 y el párrafo 3 del artículo, porque esa cues-
tión se trata ya en otros artículos. El proyecto de artículo 27
tiene por objeto fundamentalmente reglamentar la coo-
peración de los Estados del curso de agua para garantizar
la seguridad de las instalaciones, construcciones y otras
obras conexas, lo que debería quedar de manifiesto en su
propio texto, y de ahí la necesidad de suprimir la referen-
cia hecha en términos generales a la protección. En cuanto
al fondo, el párrafo 1 no aporta nada al proyecto de artí-
culos y debería suprimirse o bien modificarse. De cual-
quier modo, en lo que respecta al alcance del artículo 27
y a su emplazamiento en el proyecto, es necesario deter-
minar si ese texto se refiere a las instalaciones nuevas (esto
es, proyectadas), a las instalaciones existentes o a ambos
tipos de instalaciones. A juicio del Sr. Graefrath, las ins-
talaciones nuevas son un ejemplo típico de medidas pro-
yectadas que pueden causar efectos perjudiciales, cuestión
que se trata en la parte III del proyecto4. La norma suple-
toria sobre seguridad de las instalaciones existentes, sobre
intercambio de información a ese respecto y, en su caso,

4 Véase Anuario... 1988, vol. II (segunda parte), págs. 49 y ss., espe-
cialmente pág. 50 (art. 12).

establecimiento de normas de seguridad, debería incluirse
entre el artículo 10, sobre el intercambio regular de datos
e información, y la parte III del proyecto, sobre medidas
proyectadas.

11. En lo que respecta al proyecto de artículo 28, el
Sr. Graefrath se declara también partidario de que se re-
fuerce la protección de los cursos de agua internacionales
—principales fuentes de agua dulce— en tiempos de con-
flicto armado. Las normas del derecho humanitario inter-
nacional en vigor tal vez no sean suficientes en semejante
caso y quizá convenga modificarlas para hacer frente a los
problemas que plantean el medio ambiente y las nuevas
técnicas de armamentos. Por otra parte, el Sr. Graefrath
comprende el enfoque general que reflejan los términos
elegidos, como «fines pacíficos» e «inviolabilidad», que no
se utilizan en el derecho humanitario. Sin embargo, com-
parte el escepticismo que suscita el artículo en otros
miembros. Aunque tal vez no se logre cambiar o mejorar
el derecho humanitario internacional en vigor por el he-
cho de agregar al acuerdo marco sobre los cursos de agua
internacionales un artículo relativo a la protección en
tiempo de conflicto armado, ¿por qué no habría de reco-
mendar la Comisión a los Estados del curso de agua que,
al determinar la utilización equitativa y razonable de un
curso de agua en el marco de un acuerdo específico, velen
por que dicho curso de agua sea utilizado exclusivamente
con fines pacíficos? Una disposición de esta naturaleza co-
rrespondería entonces a la parte II del proyecto, sobre
principios generales.

12. Trasladar los artículos 27 y 28 a una parte más apro-
piada del proyecto produciría también otro efecto saluda-
ble, al establecer un vínculo directo entre el artículo 26 y
los proyectos de artículos sobre aplicación en el anexo I.
Por otra parte, el artículo 26 y los artículos del anexo I po-
drían combinarse para que la parte del proyecto relativa a
la aplicación adquiera su verdadera dimensión. De ese
modo, se eliminarían los inconvenientes que presenta el
anexo. En efecto, en la forma en que se han previsto, las
medidas sobre aplicación se limitan a los posibles recursos
de que deberían disponer los particulares en el derecho in-
terno. Ahora bien, el proyecto de artículos debe tener en
cuenta que en el derecho relativo a los usos de los cursos
de agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción, al igual que en otras esferas conexas del derecho in-
ternacional, las medidas de aplicación abarcan un con-
junto de recursos interestatales y de recursos privados, y
que los primeros suelen aplicarse en el marco de procedi-
mientos institucionalizados. Así, la inclusión del artícu-
lo 26 en la parte relativa a la aplicación contribuiría a res-
tablecer el equilibrio entre los recursos interestatales y los
recursos privados. Además del artículo 26, esa parte po-
dría contener un nuevo artículo en el que se refundieran
el párrafo 1 del proyecto de artículo 3 y el proyecto de
artículo 4 del anexo I, sobre los recursos previstos en el de-
recho interno y la igualdad de acceso, respectivamente.

13. En lo que respecta a los demás artículos del anexo I,
considera que el proyecto de artículo 1, que trata de la de-
finición, se podría incluir en la parte relativa a los térmi-
nos empleados; los proyectos de artículos 2 y 5, que en ri-
gor no se refieren a las medidas de aplicación, se podrían
suprimir o bien incluir en la parte del proyecto relativa a
las medidas proyectadas, donde deberían figurar en razón
de su propia naturaleza. El proyecto de artículo 6 no tiene
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utilidad en un instrumento relativo a los cursos de agua
internacionales y debería suprimirse.

14. En el párrafo 3 de su comentario sobre el proyecto
de artículo 7, el Relator Especial vacila en proponer
la creación de una institución permanente en relación con
lo que se prevé que constituya un acuerdo marco. El
Sr. Graefrath iría todavía más allá: ese acuerdo marco y el
carácter general de sus disposiciones no justifican que se
establezca una organización o una conferencia, sea o no
permanente. Las convenciones mencionadas por el Rela-
tor Especial en las que se establece una conferencia de las
partes, no son convenciones marco semejantes al proyecto
de artículos en estudio. Ya sea la Convención sobre el co-
mercio internacional de especies amenazadas de fauna y
flora silvestres, de 1973, el Convenio de Viena para la pro-
tección de la capa de ozono, de 1985, o la Convención so-
bre la contaminación atmosférica transfronteriza a gran-
des distancias, de 1979 (véase A/CN.4/427 y Add.l,
anexo), establecen un régimen jurídico aplicable a deter-
minadas actividades o recursos que deben estar sujetos a
examen permanente. En el presente caso, la situación es
diferente porque el proyecto se realizará mediante la con-
clusión de acuerdos sobre cursos de agua específicos, en los
que se establecerá el régimen jurídico aplicable a un deter-
minado curso de agua y, en particular, se creará un deter-
minado tipo de órgano permanente. De ser necesarias en-
miendas a los presentes artículos, esas enmiendas podrían
revestir la forma de anexos o de protocolos.

15. En suma, el sexto informe contiene todos los ele-
mentos que deberían figurar en la parte relativa a la apli-
cación. Si bien es necesario reordenar esos diferentes ele-
mentos, hay que reconocer que el Relator Especial ha
hecho ya la mayor parte del trabajo.

16. El Sr. CALERO RODRIGUES, refiriéndose al capi-
tulo III del sexto informe del Relator Especial (A/CN.4/
427 y Add. 1 ) sobre la aplicación de los artículos, observa
que si bien los ocho artículos que contiene se proponen
como un anexo del proyecto de artículos, se invita a la
Comisión a que examine la posibilidad de incorporarlos al
cuerpo del proyecto.

17. El orador comenzará centrando sus observaciones
sobre los proyectos de artículos 2 a 6, que imponen a los
Estados partes cinco obligaciones fundamentales.

18. La primera es la obligación enunciada en el proyecto
de artículo 2 de que los Estados deben considerar los efec-
tos perjudiciales causados o que se puedan causar en otros
Estados de la misma manera en que se consideran los
efectos perjudiciales causados o que se puedan causar en
el propio territorio. Habida cuenta de lo dispuesto en el
apartado c del párrafo 1 del artículo 7 del proyecto apro-
bado provisionalmente por la Comisión, esto es, que la
utilización de un curso de agua de manera equitativa y ra-
zonable requiere que se tengan en cuenta «los efectos que
el uso o los usos... produzcan en otros Estados del curso
de agua», la presente disposición le parece innecesaria.

19. La segunda obligación es la de aplicar a las personas
que hayan sufrido un daño considerable o que estén ex-
puestas a un riesgo importante en otro Estado un trato
igual al reservado en el propio territorio a las personas que
se encuentren en una situación equivalente. A juicio del
Sr. Calero Rodrigues, el enunciado de esta obligación es
demasiado amplio. Primero, el párrafo 1 del proyecto de

artículo 3 se refiere a la obligación de asegurar que existan
«recursos... para otorgar indemnización pronta y ade-
cuada u otro tipo de reparación respecto de los daños
apreciables causados o amenazados en otros Estados por
las actividades realizadas o proyectadas por personas na-
turales o jurídicas de su jurisdicción»; más adelante, el
párrafo 1 del proyecto de artículo 4 establece la obligación
de velar por que cualquier persona de otro Estado que haya
sufrido un daño considerable o que esté expuesta a un
riesgo importante a consecuencia de aquél «reciba un trato
que sea por lo menos tan favorable como el otorgado en
el Estado de origen del curso de agua en casos de daños
apreciables... a personas de situación o condición equi-
valentes», con inclusión del derecho (art. 4, párr. 2) de
participar en todos los procedimientos administrativos y
judiciales pertinentes y, por último, el párrafo 1 del
artículo 6 se refiere al derecho a la igualdad de trato en lo
que respecta a la inmunidad jurisdiccional. Una enume-
ración tan detallada parece contraria al propósito de sen-
cillamente sentar «principios generales» como señala el
Relator Especial (A/CN.4/427 y Add.l, párr. 37).

20. De hecho, si se examinan atentamente las disposi-
ciones recién señaladas, se observa que en ellas sólo se
enuncian aspectos diferentes o aplicaciones diferentes de
una misma obligación, claramente enunciada en el párra-
fo 1 del artículo 3, a saber, la de velar por que las insti-
tuciones administrativas y judiciales del Estado del curso
de agua otorguen a las «víctimas extranjeras» de daños
reales o potenciales recursos iguales a los de los propios
nacionales de ese Estado. Esto es realmente un «principio
general» y tratándose de un acuerdo marco no parece ne-
cesario agregar nada más. Pero ese principio no debería
estar relegado en un anexo. En lo que a esto respecta, el
Sr. Calero Rodrigues duda por lo demás que convenga
añadir un anexo al proyecto de artículos: si determinadas
disposiciones no tienen cabida en la estructura que se ela-
bora se las podría incluir ya sea en una nueva parte titu-
lada «Disposiciones varias», a semejanza de otros instru-
mentos, o bien en la parte II del proyecto, relativa a los
«Principios generales».

21. Habida cuenta de las observaciones formuladas, el
Sr. Calero Rodrigues propone un nuevo texto que refleje
de manera concisa la obligación prevista:

«El Estado del curso de agua velará por que la protec-
ción y los recursos en favor de las personas que en su
territorio están expuestas a un riesgo o han sufrido un
daño a consecuencia de actividades vinculadas a la uti-
lización de un curso de agua internacional se otorguen
sobre la misma base a las personas que estén expuestas
a un riesgo semejante o que hayan sufrido un daño se-
mejante en otros Estados.»

22. La tercera obligación es la que se enuncia en el pro-
yecto de artículo 5, esto es, de facilitar información a las
personas de otro Estado que estén expuestas a un riesgo
considerable de daño apreciable. Ahora bien, la obligación
de facilitar información existe ya en diversos artículos
aprobados provisionalmente por la Comisión en primera
lectura: el artículo 10 establece la obligación de intercam-
biar datos e información sobre el estado del curso de agua
y el artículo 11 la obligación de intercambiar información
acerca de los posibles efectos de las medidas proyectadas
sobre el estado del curso de agua. Por último, el artículo 12
es todavía más exacto y prevé la notificación de las medi-
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das que puedan causar un efecto perjudicial apreciable a
otros Estados del curso de agua. En los proyectos de
artículos 22 y 235 remitidos al Comité de Redacción en el
período de sesiones anterior se prevé también la obliga-
ción de suministrar informaciones. En realidad, el pro-
yecto de artículo 5 no parece contener sino dos elementos
verdaderamente nuevos, a saber, el primero, que la infor-
mación se suministraría para que las personas de otros Es-
tados que estén expuestas a un riesgo considerable de daño
apreciable puedan intervenir de manera eficaz en los pro-
cedimientos existentes en el Estado de origen del curso de
agua (párr. 2) (elemento de finalidad) y el segundo, que la
información se suministraría a una o más autoridades del
«Estado expuesto» que se encargarían de difundirla.

23. El orador considera que el elemento de finalidad no
justifica la inclusión de una nueva disposición sobre la in-
formación. El Estado recibirá ya las informaciones previs-
tas en virtud de los artículos 10, 12, 22 y 23. Nada impe-
dirá a ese Estado, si así lo considera conveniente, transmitir
esas informaciones a los interesados y el Sr. Calero Rodri-
gues no considera necesario que se enuncie una nueva
obligación internacional a este respecto. En cuanto al se-
gundo elemento, ¿es realmente procedente que un acuerdo
marco se ocupe de los procedimientos administrativos en
vigor en el Estado que recibe y debe difundir la informa-
ción? No porque exista una disposición de esa índole en
una recomendación del Consejo de la OCDE se debe ne-
cesariamente incluir esa disposición en el instrumento de
carácter mucho más general que la Comisión se ha pro-
puesto elaborar. Por ello, el Sr. Calero Rodrigues no es
partidario de que se mantenga el proyecto de artículo 5.

24. La cuarta obligación es la que se impone a los Esta-
dos del curso de agua de velar por que sus organismos y
agentes actúen de una manera consecuente con los pre-
sentes artículos. Esta obligación está enunciada en el
párrafo 2 del proyecto de artículo 6. Si un Estado contrae
una obligación, huelga decir que sus organismos e institu-
ciones también deben conformarse a esa obligación y pa-
rece, pues, innecesario precisar esta circunstancia. Pero, en
particular, en lo que respecta a los presentes artículos, los
Estados no sólo tendrán la obligación de actuar de una de-
terminada manera sino también de velar por que todos en
su territorio actúen también de esa manera. Por consi-
guiente, la obligación se aplicará tanto a las personas como
a toda entidad pertinente, ya sea de carácter privado o pú-
blico. Los artículos elaborados tienen por objeto no sólo
reglamentar las actividades de los Estados sino que su ám-
bito abarca también todas las actividades realizadas en el
territorio de esos Estados. Por consiguiente, de señalarse
tan sólo que los Estados tienen la obligación de velar por
que sus organismos y agentes actúen de una manera con-
secuente con los artículos, esa formulación podría enten-
derse de manera demasiado restrictiva en el sentido de que
el Estado no tiene esa obligación respecto de las personas
o las entidades privadas. Además de ser innecesaria, esta
disposición puede, pues, resultar peligrosa.

25. El Relator Especial ha explicado en el párrafo 4 de
su comentario al artículo 6 que el párrafo 2 se basa en el
artículo 236 de la Convención de las Naciones Unidas so-
bre el derecho del mar de 1982. Sin embargo, el Sr. Calero

5 Anuario... 1989, vol. II (segunda parte), pág. 132, párr. 637, y pág. 133,
párr. 641, respectivamente.

Rodrigues desea observar que la situación prevista en
este último artículo es completamente diferente. Tras seña-
lar que las disposiciones relativas a la protección y preser-
vación del medio marino no se aplican a los buques de
guerra ni otros buques pertenecientes a un Estado, este ar-
tículo precisa que sin embargo tales buques deben pro-
ceder de manera compatible con las disposiciones de la
Convención y agrega, como criterio de justa medida, «en
cuanto sea razonable y posible». Las dos situaciones son
tan diferentes que no se comprende cómo el artículo 236
puede ser la base del párrafo 2 del proyecto de artículo 6.

26. La quinta obligación es la enunciada en el párrafo 2
del proyecto de artículo 3 de cooperar en la aplicación y el
desarrollo del derecho internacional relativo a la respon-
sabilidad respecto de la indemnización de los daños y el
arreglo de las controversias. No cabe duda que la elabo-
ración y aplicación de normas claras sobre responsabili-
dad serán muy útiles para solucionar los problemas de re-
paración de los daños que probablemente suscitarán los
artículos que se examinan. Pero el Sr. Calero Rodrigues se
pregunta si es realmente necesario prever la obligación de
los Estados de cooperar para asegurar la aplicación y el
desarrollo de tales normas. Desde luego, la obligación de
asegurar el desarrollo del derecho es necesariamente de ca-
rácter muy vago puesto que ¿a partir de qué momento
puede afirmarse que no se ha respetado? Por ejemplo, al-
gunos Estados podrán considerar que las normas propues-
tas en el proyecto de artículos elaborados por la Comisión
sobre la responsabilidad de los Estados y sobre la respon-
sabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales
de actos no prohibidos por el derecho internacional no son
satisfactorias. Si habiéndose convocado una conferencia
internacional para celebrar una convención, los Estados
manifiestan su desacuerdo y deciden no hacerse partes en
esa convención ¿podrá afirmarse que no han cumplido su
obligación de cooperar? La obligación de cooperar para
asegurar la aplicación del derecho suscita todavía más
problemas en la medida en que cabe preguntarse si la obli-
gación de cooperar en la aplicación de una norma que un
Estado ha aceptado es realmente distinta de la obligación
de aplicar esa norma. En definitiva, el Sr. Calero Rodri-
gues preferiría que se suprimiera el párrafo 2 del artículo 3.

27. La única conclusión que cabe tras el análisis hecho
es la de que, salvo el párrafo 1 del artículo 3, que contiene
un principio que podría enunciarse en la parte II del pro-
yecto, sobre «Principios generales», ninguna de las dispo-
siciones del anexo propuesto sobre la aplicación parece
realmente necesaria y todo el anexo, por lo tanto, parece
superfluo.

28. Por su parte, la definición contenida en el proyecto
de artículo 1 del anexo I, dado que su objetivo es explicar
una expresión utilizada únicamente en el anexo, deja de
tener razón de ser, salvo en cuanto contiene una noción
que figura en otras disposiciones del proyecto de artículos
y que merece ser precisada. En efecto, por «Estados del
curso de agua» se entiende a veces no sólo los Estados del
curso de agua en general sino los Estados cuyas activida-
des afectan o pueden afectar el curso o causan o pueden
causar daños a otros Estados. Se debería tal vez buscar una
expresión exacta que califique a esos Estados e incluirla en
el artículo relativo a los términos empleados. En el exa-
men del proyecto de artículos en segunda lectura se podría
quizás tratar esta cuestión.
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29. El proyecto de artículo 7 del anexo I prevé que las
partes deben celebrar cada dos años una «Conferencia de
las Partes». Esta conferencia examinarla y aprobaría las
enmiendas, lo que sería una actividad de carácter ocasio-
nal porque sin duda no se le propondrán cada vez que se
reúna. También haría «recomendaciones destinadas a me-
jorar la efectiva aplicación» de los artículos (párr. 2 c), pero
esta actividad sería también ocasional según lo precisado
en la propia disposición en cuanto emplea la expresión «en
su caso». Además, esta conferencia recibiría y examinaría
«los informes presentados por cualquiera de las Partes»
(párr. 2 b) así como por cualquier grupo, comisión u otro
órgano constituido de conformidad con las disposiciones
sobre arreglo de controversias en el anexo II. Pero el pro-
yecto de artículos no hace ninguna referencia a esos infor-
mes.

30. En el párrafo 3 de su comentario al artículo 7, el Re-
lator Especial parece dar a esto un alcance todavía más
amplio al declarar que si finalmente se celebra una con-
vención basándose en los presentes artículos, las partes
podrán ciertamente, si lo desean, crear una secretaría. En
el párrafo 2 de su comentario, señala que se ha basado a
este respecto en la Convención sobre el comercio interna-
cional de especies amenazadas de fauna y flora silvestres,
de 1973. En el marco de esta Convención y de otras con-
venciones que el Relator Especial menciona (A/CN.4/427
y Add.l, nota 114 y anexo), las funciones de secretaría en
lo que respecta al instrumento en cuestión se han enco-
mendado efectivamente a alguna secretaría existente, lo
que se justificaba por la naturaleza misma de esas conven-
ciones. Por ejemplo, en la Convención de 1973, antes se-
ñalada, se ha establecido todo un sistema de control del
comercio de las especies amenazadas y se ha considerado
necesaria una secretaría para coordinar esas medidas. En
el caso del Convenio de Viena para la protección de la capa
de ozono de 1985 y el Protocolo de Montreal de 1987 re-
lativo a las sustancias agotadoras de la capa de ozono, in-
dudablemente también se necesita una secretaría para
coordinar la investigación y las informaciones sobre las
mediciones científicas. Y, cuando existe una secretaría,
necesariamente deben celebrarse reuniones regulares de las
partes, aunque sólo sea para adoptar las disposiciones fi-
nancieras para el funcionamiento de la secretaría. Ahora
bien, en el caso del proyecto de artículos que se examina,
la situación es radicalmente diferente: no se necesita nin-
guna secretaría, pues aunque el proyecto contenga normas
susceptibles de aplicación universal, no será, de hecho, de
aplicación universal directa. Cada curso de agua es en sí
un universo y sólo los Estados pertenecientes a ese uni-
verso participarán directamente en la aplicación sobre su
territorio de las normas enunciadas en los artículos. ¿Qué
utilidad tendría, pues, una secretaría central? Y, si no hay
secretaría, ¿qué necesidad de que se establezca un sistema
de reuniones periódicas de Jas partes? Ninguna de las fun-
ciones señaladas en el artículo 7, ni el examen de «la apli-
cación de los presentes artículos», ni las funciones enu-
meradas en los apartados a, b y c del párrafo 2 justifican
la institucionalización de tales reuniones. Evidentemente,
en la hipótesis de que las propias partes consideren nece-
saria una reunión, podrán celebrarla sin sujeción a un ca-
lendario rígido que supone una carga financiera. Por ello,
el Sr. Calero Rodrigues desaprueba el artículo 7.

31. El proyecto de artículo 8 del anexo se refiere a las en-
miendas a los artículos, cuestión que, como es sabido, se

trata en el artículo 40 de la Convención de Viena sobre el
derecho de los tratados de 1969; este propio texto prevé la
posibilidad de que ciertos instrumentos incluyan disposi-
ciones de carácter más específico encaminadas a regular la
cuestión de la propuesta y la aprobación de enmiendas. El
Sr. Calero Rodrigues no considera que ello se justifique en
este caso pero, de todos modos, duda que el procedi-
miento propuesto en el proyecto de artículo 8 entrañe un
progreso en relación con el procedimiento general seña-
lado en la Convención de Viena.

32. Según esta Convención, todo Estado puede propo-
ner una enmienda. Pero el proyecto de artículo 8, que al
igual que el proyecto de artículo 7 se inspira en la Con-
vención sobre el comercio internacional de especies ame-
nazadas de fauna y flora silvestres de 1973, prevé que las
enmiendas sólo se examinarán si un tercio de las partes por
lo menos lo solicita por escrito. Ahora bien, sin ninguna
excepción, los demás instrumentos que el Relator Especial
menciona en su informe siguen a este respecto el modelo
de la Convención de Viena sobre el derecho de los trata-
dos. A la luz de esta Convención y a la luz del artículo 312
de la Convención de las Naciones Unidas sobre el derecho
del mar de 1982, no parece haber ninguna razón valedera
para que se niegue a un Estado el derecho de presentar en-
miendas. El Sr. Calero Rodrigues observa además que las
disposiciones sobre enmiendas generalmente figuran entre
las disposiciones finales de los instrumentos internacio-
nales. Según tiene entendido, la Comisión tiene por norma
no redactar cláusulas finales, de modo que los Estados
puedan hacerlo al examinar los proyectos de artículos que
propone. No cabría hacer excepción a esta norma de no
mediar buenas razones y, en el presente caso, ello no pa-
rece ser así. En consecuencia el orador no ve la convenien-
cia de que se incluya el artículo 8 ni, por lo demás, nin-
guna otra disposición en materia de enmiendas.

33. El Sr. RAZAFINDRALAMBO felicita al Relator Es-
pecial por su sexto informe (A/CN.4/427 y Add.l) que, al
igual que los anteriores, es un modelo de erudición.
34. Al referirse a los artículos que figuran en el quinto
informe (A/CN.4/421 y Add.l y 2) dice que es partidario
del principio en que se basa el proyecto de artículo 24 (Re-
lación entre los usos de la navegación y para fines distin-
tos de ella; inexistencia de prioridad entre los usos), prin-
cipio que dimana de un análisis lúcido en cuanto al paso
progresivo del estatuto preferential de la navegación al re-
conocimiento de una categoría de prioridad más elevada a
las demás utilizaciones de los cursos de agua internacio-
nales. Esta evolución se explica por la importancia pre-
ponderante que han adquirido los medios de transporte por
carretera, por ferrocarril y por avión y también por el dé-
ficit cada vez mayor de los recursos de agua que afecta a
todas las regiones del mundo, especialmente a los países
en desarrollo, como los países situados al sur del Sahara.
Así, es concebible que, como propone el Relator Especial
en el párrafo 1 del artículo 24, se establezca que ningún uso
tendrá prioridad sobre otros usos. En relación con el
párrafo 2, que trata de un posible conflicto entre varios
usos y de los factores que han de tenerse en cuenta para
determinar la importancia relativa de esos usos, el Sr. Ra-
zafindralambo, al igual que el Sr. Njenga (2163.a sesión),
se pregunta si además del principio de la utilización equi-
tativa de conformidad con los artículos 6 y 7, no conven-
dría referirse también a la obligación enunciada en el
artículo 8 del proyecto de no causar daños apreciables.
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35. El proyecto de artículo 25 (Regulación de los cursos
de agua internacionales) es la aplicación concreta de la
obligación general de cooperación impuesta por el
artículo 9 del proyecto y el Sr. Razafindralambo no puede
menos que aprobarla. Sin embargo, tal vez sería más ra-
cional que se comenzara definiendo el término «regula-
ción» como en los artículos sobre la regulación del caudal
de los cursos de agua internacionales, aprobados por la
Asociación de Derecho Internacional en Belgrado en 1980
(véase A/CN.4/421 y Add.l y 2, párr. 139). La definición
propuesta por el Sr. Schwebel, citada por el Relator Espe-
cial en el párrafo 3 de su comentario al artículo 25 en su
quinto informe, parece suficientemente concisa y clara y
podría agregarse al artículo como párrafo inicial. En lo que
respecta al párrafo 2, observa que la cláusula inicial no pa-
rece realmente apropiada porque podría entenderse que
autoriza un acuerdo contrario al principio de la partici-
pación «de manera equitativa». Le parece preferible una
cláusula de reserva semejante a la empleada en el párrafo 1
del proyecto de artículo 24 del texto francés, que podría
redactarse así: «Salvo que se convenga en otra cosa, los
Estados del curso de agua...». Por otra parte, el orador se
pregunta si no cabría agregar después de las palabras «obras
de regulación» las palabras «y otras medidas» o «y otras
instalaciones», a condición de que se defina el término
«regulación».

36. Al pasar a referirse al sexto informe (A/CN.4/427 y
Add. l ), en el que figuran las últimas partes del proyecto
de artículos relativas a la ordenación de los cursos de agua
internacionales y a la protección de los recursos hídricos y
las instalaciones hidráulicas, el Sr. Razafindralambo re-
cuerda que aunque en un período de sesiones anterior el
Relator Especial anunció que presentaría también una
parte sobre arreglo de controversias, en el anexo I, titulado
«Aplicación de los artículos», el Relator Especial se refiere
a los medios de facilitar recursos a los particulares en el
caso de daños efectivos o potenciales. Al respecto, el
Sr. Razafindralambo dice que al término de su exposición
planteará la cuestión de saber si éste es realmente el mo-
mento oportuno de tratar ese tema.

37. En relación con el proyecto de artículo 26 (Ordena-
ción institucional conjunta), el Sr. Razafindralambo ob-
serva que cabe preguntarse, al igual que el Sr. Calero Ro-
drigues (2163.a sesión), si esta disposición, que no es sino
una aplicación concreta de la obligación general de co-
operación enunciada en el artículo 9, es absolutamente
necesaria. Sin embargo, en definitiva, le parece que aun
cuando exista una vinculación directa entre la regulación
y la ordenación de un curso de agua internacional, sería
conveniente reservar una disposición separada a la crea-
ción de una organización común encargada de tal orde-
nación, en estrecha consonancia con la norma sobre coo-
peración enunciada en el proyecto de artículo 25. En lo que
concierne a las funciones de la organización señaladas en
los párrafos 2 y 3, el Sr. Razafindralambo considera que
esa enumeración debe hacerse en el artículo 26, por dos
razones. Primero, el hecho de enumerar las funciones que
se encomendarán a la organización común permite apre-
ciar la amplitud del concepto de «ordenación» y es la con-
tinuación lógica del párrafo 1. Segundo, es difícil de com-
prender que se destine un anexo, o un protocolo, al solo
efecto de las funciones de ordenación, salvo, claro está, que
el Relator Especial se proponga presentar un texto por-
menorizado sobre la creación de una institución perma-

nente de ordenación y regulación, exponiendo hasta en sus
menores detalles los objetivos y funciones y el procedi-
miento de arreglo de controversias. Cabe observar que
ninguno de los relatores especiales que lo han precedido
ha llegado a tanto.

38. Si bien se supone que la lista de funciones no es
exhaustiva, parecería conveniente que en ella figuraran fun-
ciones específicas de los cursos de agua de los países del
Tercer Mundo y en particular de los países africanos, por
ejemplo, la lucha contra las enfermedades endémicas que
se contagian por conducto de las aguas fluviales. A este
respecto, convendría tomar como modelo la Convención
constitutiva de la Autoridad de la cuenca del río Niger de
1980, citada por el Relator Especial en el párrafo 3 a de su
comentario al artículo 26 en su sexto informe, según la cual
esa autoridad está también encargada de preservar la salud
humana y los recursos genéticos (fauna y flora) [art. 4,
párr. 2 d, iii)].

39. El Sr. Razafindralambo desearía sugerir al Comité de
Redacción ciertas modificaciones de forma al texto fran-
cés del artículo 26. En particular, propone que el adjetivo
«mixte» que califica a la palabra organización se sustituya
por el de «conjoint», porque el primero de esos adjetivos
se emplea más bien cuando existe una diferencia de na-
turaleza o de estatuto entre los participantes. También
propone que la palabra «organisation» se sustituya por
«organisme».

40. En lo que respecta al proyecto de artículo 27 (Protec-
ción de los recursos hídricos y las instalaciones hidráuli-
cas), el Sr. Razafindralambo observa que el texto se refiere
sobre todo a cuestiones relativas a los cursos de agua, y que
la protección de los recursos hídricos sólo se menciona en
el párrafo 3 en relación con el intercambio de datos e in-
formación. El orador se pregunta si no sería conveniente
emplear en el cuerpo del texto la expresión «recursos hí-
dricos», que además de figurar en el título es una formu-
lación menos restrictiva que la de «curso de agua» en
cuanto abarca todos los recursos hídricos del curso de agua,
con inclusión de los que alimenta el curso de agua propia-
mente tal y por consiguiente toda la cuenca hidrográfica.

41. El Sr. Razafindralambo comprende las dudas sobre
la utilidad del artículo 27, habida cuenta de las obligacio-
nes en materia de prevención, cooperación e información
que se imponen a los Estados del curso de agua indepen-
dientemente del artículo. Pero, como en el caso de la or-
denación de los cursos de agua, no le parece que esté de
más hacer referencia a esas obligaciones tratándose de la
protección de los recursos hídricos y de las instalaciones
hidráulicas.

42. En relación con el proyecto de artículo 28 (Condi-
ción de los cursos de agua internacionales y las instalacio-
nes hidráulicas en tiempo de conflicto armado), el Sr. Ra-
zafindralambo dice que a la luz de las observaciones del
Relator Especial, en particular de las formuladas en el
párrafo 2 de su comentario al artículo, puede aceptar su
contenido en un contexto de desarrollo progresivo del de-
recho internacional.

43. En lo que respecta al anexo I (Aplicación de los ar-
tículos), en la presente etapa el Sr. Razafindralambo se li-
mitará a algunas observaciones preliminares. Observa que
el enfoque adoptado por el Relator Especial recuerda en
cierto modo al de los autores del Pacto Internacional de
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Derechos Civiles y Políticos, que decidieron tratar en un
protocolo facultativo el derecho de recurso de los particu-
lares contra los Estados acusados de violar los derechos
enunciados en el Pacto. Habida cuenta del objetivo que se
propone el anexo, efectivamente le parece difícil integrar
sus disposiciones al cuerpo del proyecto de artículos pro-
piamente tal.

44. En el presente caso, el Relator Especial parece ha-
berse basado sobre todo en disposiciones convencionales
en vigor en materia de protección del medio ambiente o
de contaminación transfronteriza, pero ese antecedente en
sí no basta para hacer dudar de la utilidad de las disposi-
ciones del anexo I, a condición de que sean objeto de un
protocolo de carácter facultativo.

45. De todos modos, como la Comisión ha previsto que
en el período de sesiones siguiente concluirá el examen del
proyecto de artículos en primera lectura, sería preferible
que el Relator Especial le presente en forma prioritaria los
artículos anunciados sobre arreglo de controversias. Por
ello, el Sr. Razafindralambo considera también conve-
niente que se aplace hasta después de la primera lectura el
examen de los artículos propuestos sobre aplicación, sin
remitirlos por ahora al Comité de Redacción, tanto más
cuanto que ciertos miembros de la Comisión han obser-
vado que algunos de esos textos deberían incluirse más bien
entre los principios generales, lo que afectaría disposicio-
nes ya adoptadas por la Comisión.

46. El Sr. MCCAFFREY (Relator Especial) dice que ha
remitido a la Secretaría el texto de las disposiciones rela-
tivas al arreglo de controversias y expresa su esperanza de
que se distribuya en el curso del presente período de
sesiones6. Así pues, los miembros podrían tomar conoci-
miento de esas disposiciones y pronunciarse a su respecto
en el período de sesiones siguiente.

47. El Sr. FRANCIS, refiriéndose a los comentarios del
Sr. Bennouna en la sesión anterior en relación con el texto
del párrafo 1 del proyecto de artículo 24 (Relación entre
los usos de la navegación y para fines distintos de ella; in-
existencia de prioridad entre los usos), desea señalar que,
en su opinión, el Relator Especial difícilmente puede evitar
referirse a la navegación porque el objetivo consiste en es-
tablecer el principio de la igualdad entre los diferentes usos
de que sea objeto un curso de agua internacional. Sin em-
bargo, habría preferido que el párrafo 1 se redactara en los
términos siguientes:

«Ni los usos de la navegación ni ningún otro uso pre-
visto en los presentes artículos tendrá per se prioridad
alguna sobre ningún otro uso.»

En estos términos, el párrafo sería sin duda de más fácil
aceptación.

Se levanta la sesión a las 11.30 horas para que
se reúna el Comité de Redacción.

2166.a SESIÓN

Jueves 31 de mayo de 1990, alas 10 horas

Presidente: Sr. Jiuyong SHI

Miembros presentes: Sr. Al-Khasawneh, Sr. Arangio-
Ruiz, Sr. Barboza, Sr. Barsegov, Sr. Beesley, Sr. Ben-
nouna, Sr. Calero Rodrigues, Sr. Díaz González, Sr. Ei-
riksson, Sr. Francis, Sr. Graefrath, Sr. Hayes, Sr. Illueca,
Sr. Koroma, Sr. Mahiou, Sr. McCaffrey, Sr. Njenga,
Sr. Ogiso, Sr. Pawlak, Sr. Razafindralambo, Sr. Roucou-
nas, Sr. Sepúlveda Gutiérrez, Sr. Solari Tudela, Sr. Thiam,
Sr. Tomuschat.

6 El anexo II del proyecto de artículos, sobre determinación de los he-
chos y arreglo de controversias, figura en el capítulo IV del sexto informe
del Relator Especial (A/CN.4/427 y Add.l).

Cooperación con otros organismos
(continuación)*

[Tema 10 del programa]

DECLARACIÓN DEL OBSERVADOR DEL COMITÉ
JURÍDICO INTERAMERICANO

1. El PRESIDENTE invita al Sr. Saraiva Guerreiro, Ob-
servador del Comité Jurídico Interamericano, a hacer uso
de la palabra ante la Comisión.

2. El Sr. SARAIVA GUERREIRO (Observador del Co-
mité Jurídico Interamericano) dice que, felizmente, la
Comisión y el Comité Jurídico Interamericano han po-
dido mantener la cooperación prevista en sus estatutos res-
pectivos. La visita del presidente saliente de la Comisión,
Sr. Graefrath, en el período de sesiones de agosto de 1989
del Comité, celebrado en Río de Janeiro, fue muy apre-
ciada.

3. El Comité Jurídico Interamericano abarca en sus ac-
tividades no sólo el derecho internacional público sino
también el derecho internacional privado, las opiniones
consultivas, los aspectos jurídicos de la integración regio-
nal y los estudios sobre las posibilidades de una legislación
uniforme. El Comité es en cierto sentido el heredero de
varios órganos jurídicos del sistema interamericano, que se
remontan a 1906. Por su parte, la Comisión es el resul-
tado de la decisión adoptada por la Asamblea General en
aplicación del apartado a del párrafo 1 del artículo 13 de
la Carta de las Naciones Unidas, y su estatuto refleja las
tendencias dominantes en la época en que fue creada la
Comisión: la tendencia que favorecía las convenciones
como único método apropiado de codificación; la escuela
que consideraba que todo lo que no fueran «nuevas for-
mulaciones» era peligroso, y la tendencia intermedia que
preconiza la flexibilidad, dejando al criterio de la Comi-
sión la posibilidad de recomendar la celebración de un
tratado o la adopción de una resolución, o incluso simple-
mente tomar nota de algo. El Comité ha seguido métodos
menos formales, probablemente a causa de su carácter re-
gional y del más reducido número de miembros. No obs-
tante, el espíritu tanto de la Comisión como del Comité, y
en gran parte de los temas que se estudian, son análogos.

* Reanudación de los trabajos de la 2160.a sesión.


